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      El sistema político mexicano ha sido considerado uno de los más estables en América Latina, con un gobierno bien organizado y capaz de promover el desarrollo económico. Su estabilidad fue más apreciada durante la segunda mitad del siglo pasado debido a que, a diferencia de la mayoría de países centro y sudamericanos, México no sufrió golpes militares que amenazaran su estabilidad política. Como fue reconocido por dos analistas de aquellas décadas, Vernon y Hansen, esas cualidades fueron el resultado de un sistema que se caracterizó por el dominio de un solo partido que, si bien permitió cierto pluralismo, y por lo tanto algún grado de oposición, fue lo suficientemente controlado como para no poner en riesgo su predominio sobre las principales instituciones. La realización periódica de elecciones para renovar los cargos públicos, la presencia de algunos partidos de oposición que competían y criticaban al gobierno y las permanentes victorias del PRI fueron algunos de los elementos que llevaron a Juan J. Linz a considerar el sistema mexicano como un ejemplo singular en su caracterización de los sistemas autoritarios.




      Como lo propusiera Linz en su momento, estos sistemas, aunque no contaban con un pluralismo abierto e irrestricto como en las democracias consolidadas, sí permitían algún grado de competencia para que la oposición sirviera para legitimar su dominio y al mismo tiempo para abrir espacios de crítica controlada. Uno de los resultados de este arreglo fue que los diferentes sectores de la sociedad contaban con medios para expresar su descontento, intentar modificaciones e incluso formalmente competir por el poder, pero sin tener reales oportunidades para conseguirlo. A pesar de las obvias limitaciones, el sistema conseguía evitar que el descontento se convirtiera en una fuente de desestabilización.




      Otra característica destacada de la experiencia mexicana fue el alto grado de institucionalización del sistema, que ofreció múltiples medios para recoger las demandas sociales, procesarlas política, económica y administrativamente, y dar respuestas que demostraban, en la práctica, eficiencia gubernamental. El desarrollo económico fue la mejor demostración de su eficiencia, pero también y de forma más visible lo fueron los sistemas educativos, de salud, vivienda, etcétera, que, durante décadas, resolvieron las demandas sociales de la población y que, en la práctica, se convirtieron en los distintivos del sistema político y en la principal fuente de su legitimación. Tal como lo propusiera Linz, los sistemas autoritarios no basan su legitimidad en los procesos electorales en la medida en que la oposición es virtual y la competencia no decide el acceso al poder, sino de formas alternativas no siempre políticas. En el caso mexicano esa fuente fue el sistema de retribuciones sociales que hacía visible y comprobable el desarrollo económico.




      La eficiencia gubernamental y el desarrollo económico lograron un alto grado de legitimidad que anuló en la práctica la falta de pluralismo. Esta cualidad se complementó con una extensa red institucional que logró procesar y regular el conflicto social, una de cuyas consecuencias más importantes es, sin duda, la capacidad de adaptación y cambio del sistema político. La legitimidad y la adaptación fueron las cualidades que le permitieron al sistema político sortear las limitaciones de su pluralismo, que lo presentaba como no democrático o, al menos, no abierto por completo a la competencia y a su principal consecuencia, la posibilidad de la alternancia.




      El sistema mexicano no alcanzaría esta condición hasta el año 2000, después de 70 años de hegemonía priista y al menos 11 años más tarde que las transiciones en Europa Oriental y América Latina. Pero una cualidad de este proceso es que la alternancia no significó la inestabilidad política ni, como ha sido cada vez más claro en los años siguientes, la transformación institucional del viejo sistema. Por el contrario, fueron ese sistema y las instituciones que fue creando o adaptando los que hicieron posible que transitara, sin violencia y mediante la competencia política, hacia la democracia. En realidad, esa conquista fue el resultado de un largo proceso de cambios políticos que lenta pero sostenidamente ampliaron el pluralismo, limitaron el dominio priista y convencieron a los ciudadanos de emplear los procesos electorales para alcanzar la democracia.




      Si bien el año 2000 puede parecer una fecha tardía en la secuencia democrática iniciada con la caída del Muro de Berlín, una mirada atenta a la historia política mexicana muestra que el inicio del cambio es muy anterior y se remonta, en general, a los años sesenta del siglo pasado, cuando la élite gobernante reconoció la necesidad de introducir reformas en el sistema electoral que le permitieran continuar ganando los comicios al tiempo que ampliaran la participación ciudadana y la representación partidaria. El proceso de cambio estuvo centrado en las elecciones y no en el arreglo institucional del sistema político, y la razón de ello se encuentra en las presiones que ejercieron las clases o sectores medios que, en un estricto sentido, fueron los principales beneficiarios del desarrollo económico, y en las crisis económicas que afectaron la eficiencia gubernamental y su capacidad para ofrecer beneficios sociales que sustentaran su legitimidad. Antes de analizar los cambios y sus efectos políticos es necesario detenerse brevemente en sus orígenes.




       




       




      Conflictos sociales




       




      Las principales instituciones del sistema mexicano, incluido el partido dominante, fueron creadas en las primeras cinco décadas del siglo pasado, cuando el país tenía una estructura social con pocos y bien delimitados sectores que fueron fácilmente incorporados a su representación. Sin embargo, con el crecimiento económico que México experimentó desde fines de los años cuarenta y que se extendió hasta los sesenta, la sociedad cambió radicalmente. Ese proceso, bien conocido como el de modernización, provocó, como en todos los países que lo han experimentado, una profunda diferenciación social y económica, en particular al crear y fortalecer a los sectores medios. La sociedad se hizo más compleja y los nuevos sectores pronto demandaron atención y participación política sin que el sistema contara con canales específicos para ellos. A diferencia de lo que ocurriera durante los años cuarenta y cincuenta, en los que hubo importantes movilizaciones obreras por aumentos salariales y autonomía sindical, durante los sesenta fueron sectores específicos de las clases medias los que criticaron el régimen y demandaron, de diversas y no siempre claras formas, espacios de participación política. A esos años corresponden las decisivas movilizaciones de maestros, médicos y, desde luego, de estudiantes universitarios que, desde 1966 y hasta el histórico movimiento estudiantil de 1968, que concluyera trágicamente, mostraron no sólo que el sistema no tenía canales adecuados y particulares para esos sectores sino, lo más grave, que tampoco era capaz de responder política e institucionalmente, sino con la violencia.




      A esa rigidez institucional se sumaron las crisis económicas que asolaron al país a partir de 1970 y que, además de evidenciar la falta de eficiencia gubernamental para seguir auspiciando el desarrollo, afectaron gravemente a la sociedad y en particular a las clases medias, que vieron cómo se derrumbaban sus expectativas de movilidad y ascenso social. Hacia los años setenta los sectores medios tenían fuertes demandas económicas, sociales y políticas que cuestionaron la eficiencia e incluso la legitimidad del sistema. Los mecanismos de participación y representación social pasaban por la estructura corporativa del PRI, que desde los años treinta había incorporado a obreros y campesinos, sin duda para su época los grupos sociales mayoritarios y en cuyo nombre actuaba el partido. Pero ni el PRI ni el sistema en su conjunto fueron capaces de advertir la expansión de las clases medias y su necesidad de expresión. Pese a las protestas, el régimen no consideró necesario crearles un espacio propio, similar al que tenían los obreros y campesinos, en parte por la heterogeneidad de los grupos incluidos que hacía imposible, por definición, un comportamiento único y organizado, y en parte porque no los consideró numéricamente importantes.




      Bajo la idea de que estaban representadas las mayorías, el sistema supuso que el resto de la sociedad tendría poca influencia política. Su indicador fueron los comicios, que durante décadas fueron ganados abrumadoramente por el PRI, con porcentajes que rondaban el 90 por ciento de la votación total. No obstante, estos resultados dejaron de ser alentadores porque, lejos de demostrar apoyo popular, mostraban una peligrosa uniformidad que anulaba la crítica opositora. La oposición controlada y el régimen de mayoría simple en la Cámara de Diputados confirmaron muy pronto que se perdía credibilidad electoral y que los altos porcentajes en las elecciones presidenciales o legislativas no eran el resultado de la participación ciudadana o del apoyo electoral, sino de la inercia o de la manipulación oficial. Hacia los años sesenta, cuando las protestas sociales hicieron patente el descontento de los sectores medios —por definición los más dispuestos a la participación política y electoral—, las victorias aplastantes del PRI sólo probaban su eficaz control corporativo, pero no necesariamente el apoyo popular. Fue entonces cuando el sistema inició un prolongado proceso de reformas electorales que sistemáticamente, pero no siempre con ese propósito, fue ampliando la participación social y el pluralismo.




       




       




      El cambio electoral




       




      El sistema electoral adquirió sus características distintivas entre 1946 y 1954, cuando se creó la Comisión Federal de Vigilancia Electoral como órgano regulador, se estableció un primer padrón de votantes, se concedió el voto a la mujer y se estableció un mínimo de 75.000 miembros como requisito para que un partido obtuviera su registro y pudiera intervenir en comicios federales. Esas disposiciones configuraron el sistema de participación ciudadana, de vigilancia y, sobre todo, las condiciones en que sólo cuatro partidos pudieron tomar parte en los comicios (el Partido Revolucionario Institucional, el Partido Acción Nacional, el Partido Popular Socialista y el Partido Auténtico de la Revolución Mexicana), sistema que sobrevivió hasta los años ochenta. El esquema, a pesar de su rigidez en cuanto a la oferta de partidos, logró mantenerse sin cambios hasta 1963, lo que indica que los ciudadanos encontraban tolerable esa limitada representación y que servía para legitimar los comicios y, al menos formalmente, los triunfos priistas.




      Pero al comenzar los años sesenta fue patente que el sistema de mayoría simple que había funcionado hasta entonces no permitía ampliar la presencia de la oposición, que se mostraba cada vez más testimonial. Entre 1955 y 1964, cuando estuvieron vigentes las primeras normas electorales, los tres partidos de oposición apenas tuvieron 20 diputados de los 483 en competencia, lo que no ayudaba a la imagen democrática del régimen pero tampoco legitimaba los permanentes y aplastantes triunfos del PRI. Fue por ello que en 1963 se reformó la legislación para configurar una mejor representación partidaria en los comicios del año siguiente, en los que se elegirían presidente y un nuevo Congreso Federal.




      La reforma introdujo por primera vez la representación proporcional mediante la figura de «diputados de partido», según la cual los partidos que alcanzaran el 2,5 por ciento de la votación total obtendrían automáticamente 5 diputados y uno más por cada 0,5 por ciento adicional, hasta un máximo de 20. Los partidos de oposición tuvieron un estímulo importante porque los escaños de mayoría, usualmente ganados por el PRI, dejaron de ser la única forma de participación. El efecto fue inmediato porque, entre 1964 y 1973, los tres partidos que en el pasado habían tenido 20 diputados lograron quintuplicar su representación y el sistema logró flexibilizar en una parte sustantiva su esquema de competencia.




      La reforma no fue del todo efectiva, entre otras razones por la efervescencia social de los años sesenta, que enfrentó al sistema político con los sectores medios. Por ello, en los años setenta se introdujeron nuevos cambios que ampliaron notoriamente la participación ciudadana y la representación partidaria. En 1970 se disminuyó la edad para votar de 21 a 18 años, así como para ser candidato a puestos de elección, y en 1972 se redujo el porcentaje de votos para que los partidos obtuvieran «diputados de partido» del 2,5 por ciento al 1,5 por ciento, se aumentó el número de curules concedidas por este medio de 20 a 25 y, por último, se redujo el número de afiliados para obtener registro a 65.000. Como puede observarse, había dos objetivos claros: fomentar la participación de los jóvenes, principales actores en los conflictos de los años anteriores, y fortalecer a los partidos menores (PPS y PARM) ya que en la década anterior el PAN había sido el principal beneficiario del reparto plurinominal, lo que llevaba al sistema hacia el bipartidismo. De ahí que la reforma también disminuyera drásticamente el requisito de afiliación para buscar la formación de nuevos partidos competidores.




      El resultado fue importante en cuanto al pluralismo porque el PRI vio aumentar seriamente la votación en su contra, pues en 1970 había obtenido el 83 por ciento de la votación y tres años más tarde se redujo al 77,6 por ciento, exactamente cuando se aplicó la reforma electoral. Con todo, la principal consecuencia fue mostrar que el voto, una vez liberado, estaba influido decisivamente por la urbanización y el desarrollo económico, y que eran los sectores medios los más dispuestos a participar para castigar al PRI. Como en 1973 solamente se renovó la Cámara de Diputados fue fácil advertir la votación por distritos, lo que reveló que a mayor ingreso y educación, concentrado en las ciudades y no en el campo, aumentaría la votación por los partidos opositores. Fue así como el PRI perdió distritos o ganó apretadamente en las principales ciudades del país, incluidas las capitales y, de manera destacada, el Distrito Federal. En este caso la llamada de atención fue severa pues, de los 27 distritos en disputa, el PRI sólo obtuvo más del 50 por ciento en 14, y únicamente en 7 tuvo victorias fáciles. Era claro que la sociedad había creado un sector crítico, proclive a la participación electoral y mayoritariamente opuesto al PRI, y que esta tendencia se fortalecería a medida que se flexibilizara el sistema electoral. Así fue como se creó el patrón de comportamiento en el proceso de cambio, pues al centrarse en el medio electoral, dio paso a una crítica y participación dirigida contra el partido hegemónico.
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